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Las personas que viven en la extrema pobreza a menudo son desatendidas o 
abandonadas por los políticos, los proveedores de servicios y los responsables 
de la formulación de políticas debido a su falta de voz política, capital 
social y financiero, así como por su exclusión social crónica. Son afectadas 
desproporcionadamente por un gran número de violaciones de los derechos 
humanos. La discriminación contra las personas que viven en la pobreza está 
generalizada y es ampliamente tolerada.

Los Principios Rectores sobre la Extrema Pobreza y los Derechos Humanos 
son los primeros lineamientos de políticas a nivel mundial centrados 
específicamente en los derechos humanos de las personas que viven en la 
pobreza. Estos principios están destinados a que los gobiernos los utilicen para 
asegurar que las políticas públicas, incluyendo los esfuerzos para erradicar 
la pobreza, alcancen a los miembros más pobres de la sociedad; respeten 
y defiendan sus derechos, y tomen en cuenta los significativos obstáculos 
sociales, culturales, económicos y estructurales que enfrentan las personas que 
viven en la pobreza para gozar de los derechos humanos.

El Consejo de Derechos Humanos aprobó los Principios Rectores sobre 
la Extrema Pobreza y los Derechos Humanos por consenso a través de su 
Resolución 21/11, en setiembre de 2012. El desarrollo de los Principios 
Rectores fue iniciado por el anterior Comité de Derechos Humanos en el 2001, 
y su contenido fue debatido y perfeccionado durante más de una década de 
consultas con los Estados, las organizaciones de la sociedad civil, las agencias 
de las Naciones Unidas y las comunidades que viven en la pobreza. El 
proyecto final fue preparado por la Relatora Especial de las Naciones Unidas 
sobre la extrema pobreza y los derechos humanos, Magdalena Sepúlveda 
Carmona, y presentado en su informe al Consejo de Derechos Humanos 
durante su 21° período de sesiones (A/HRC/21/39). 

Para tener una visión histórica completa del desarrollo de los Principios Rectores, sírvase 
consultar el Anexo I del informe oficial disponible a través de http://www.ohchr.org/
EN/Issues/Poverty/Pages/DGPIntroduction.aspx.  
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Los Principios Rectores sobre la Extrema Pobreza y los 
Derechos Humanos fueron aprobados por el Consejo de 
Derechos Humanos por consenso el 27 de septiembre de 
2012, en la Resolución 21/11.
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i. PREfacio

1. En un mundo caracterizado por un 
nivel sin precedentes de desarrollo eco-
nómico, medios tecnológicos y recursos 
financieros, es un escándalo moral que 
millones de personas vivan en la extrema 
pobreza. Los Principios Rectores que 
aquí se exponen se basan en la premisa 
de que erradicar la extrema pobreza es 
no solo un deber moral, sino también 
una obligación jurídica en el marco de 
la normativa internacional de derechos 
humanos vigente. En consecuencia, las 
normas y los principios de derechos 
humanos deben tenerse muy en cuenta 
en la lucha contra la pobreza y en la 
orientación de todas las políticas públi-
cas que afectan a las personas que viven 
en la pobreza.

2. La pobreza no es solo una cuestión 
económica; es un fenómeno multidi-
mensional que comprende la falta tanto 
de ingresos como de las capacidades 
básicas para vivir con dignidad. El Co-
mité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales declaró en 2001 que la 
pobreza es “una condición humana que 
se caracteriza por la privación continua 
o crónica de los recursos, la capacidad, 
las opciones, la seguridad y el poder 
necesarios para disfrutar de un nivel 
de vida adecuado y de otros derechos 
civiles, culturales, económicos, políticos 
y sociales” (E/C.12/2001/10, párr. 
8). La extrema pobreza, a su vez, ha 
sido definida como “una combinación 
de escasez de ingresos, falta de desa-
rrollo humano y exclusión social” (A/
HRC/7/15, párr. 13), en que una falta 
prolongada de seguridad básica afecta 
a varios ámbitos de la existencia al 
mismo tiempo, comprometiendo grave-
mente las posibilidades de las personas 
de ejercer o recobrar sus derechos en 
un futuro previsible (véase E/CN.4/
Sub.2/1996/13).

3. La pobreza es en sí misma un 
problema de derechos humanos urgente. 
A la vez causa y consecuencia de viola-
ciones de los derechos humanos, es una 
condición que conduce a otras violacio-
nes. La extrema pobreza se caracteriza 
por vulneraciones múltiples e interco-
nexas de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, y las 
personas que viven en la pobreza se ven 
expuestas regularmente a la denegación 
de su dignidad e igualdad.

4. Las personas que viven en la 
pobreza tropiezan con enormes obstácu-
los, de índole física, económica, cultural 
y social, para ejercer sus derechos. En 
consecuencia, sufren muchas privaciones 
que se relacionan entre sí y se refuerzan 
mutuamente —como las condiciones de 
trabajo peligrosas, la insalubridad de la 
vivienda, la falta de alimentos nutritivos, 
el acceso desigual a la justicia, la falta 
de poder político y el limitado acceso a 
la atención de salud—, que les impiden 
hacer realidad sus derechos y perpetúan 
su pobreza. Las personas sumidas en 
la extrema pobreza viven en un círculo 
vicioso de impotencia, estigmatización, 
discriminación, exclusión y privación 
material que se alimentan mutuamente.

5. La pobreza extrema no es inevita-
ble. Es, al menos en parte, una situación 
creada, propiciada y perpetuada por ac-
ciones y omisiones de los Estados y otros 
agentes económicos. Al dejar de lado 
a las personas que vivían en la extrema 
pobreza, las políticas públicas del pasado 
han transmitido la pobreza de genera-
ción en generación. Las desigualdades 
estructurales y sistémicas de orden social, 
político, económico y cultural, que a 
menudo no se abordan, profundizan aún 
más la pobreza. La falta de coherencia de 
las políticas a nivel nacional e internacio-
nal socava y contradice en muchos casos 
el compromiso de combatir la pobreza.
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6. El hecho de que la extrema 
pobreza no sea inevitable significa que 
hay medios para ponerle fin. El enfoque 
basado en los derechos humanos pro-
porciona un marco para erradicar la ex-
trema pobreza a largo plazo partiendo 
del reconocimiento de las personas que 
viven en ella como titulares de derechos 
y agentes de cambio.

7. El enfoque basado en los derechos 
humanos respeta la dignidad y auto-
nomía de las personas que viven en la 
pobreza y las empodera para participar 
de manera provechosa y efectiva en la 
vida pública, incluida la formulación de 
la política pública, y para pedir cuentas 
a los que tienen la obligación de actuar. 
Las disposiciones de la normativa interna-
cional de derechos humanos exigen a los 
Estados que no olviden sus obligaciones 
internacionales en materia de derechos 
humanos cuando formulen y apliquen 
políticas que afecten a las personas que 
viven en la pobreza.

8. Aunque las personas que viven en 
la extrema pobreza no pueden reducirse 
simplemente a una lista de grupos vulne-
rables, la discriminación y la exclusión 

figuran entre las principales causas 
y consecuencias de la pobreza. Las 
personas que viven en la pobreza sufren 
a menudo desventajas y discriminación 
basadas en la raza, el sexo, la edad, la 
etnia, la religión, el idioma y otras condi-
ciones. Las mujeres suelen tropezar con 
mayores dificultades para obtener acceso 
a ingresos, bienes y servicios, y son 
particularmente vulnerables a la extrema 
pobreza, al igual que otros grupos, tales 
como los niños, las personas de edad, 
las personas con discapacidad, los 
migrantes, los refugiados, los solicitantes 
de asilo, los desplazados internos, las 
minorías, las personas que viven con el 
VIH/SIDA y los pueblos indígenas.

9. Si bien los Estados son respon-
sables de hacer efectivos los derechos 
humanos, otros agentes, como las organi-
zaciones internacionales, las instituciones 
nacionales de derechos humanos, las 
organizaciones de la sociedad civil y las 
empresas, también tienen responsabili-
dades en relación con los derechos de 
quienes viven en la pobreza. Los Estados 
deben crear un entorno propicio que 
facilite y promueva la capacidad de las 
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personas, las organizaciones de base 
comunitaria, los movimientos sociales y 
otras organizaciones no gubernamenta-
les de combatir la pobreza y empoderar 
a las personas afectadas por ella para 
que reivindiquen sus derechos.

10. Los Estados que tengan leyes e 
instituciones que incluyan activamente 
a las personas que viven en la extrema 
pobreza podrán contar con la participa-
ción social y la contribución de toda su 
población. Y la comunidad internacional 
también se beneficiará del hecho de 
que un mayor número de Estados logre 
la cohesión social, un mejor nivel de 
vida para los sectores más pobres de la 
población, el empoderamiento de las 
personas que viven en la pobreza y su 
integración en sistemas de derechos y 
obligaciones.

ii. objEtivos

11. Los Principios Rectores, que son el 
fruto de muchos años de consultas con 
los Estados y otras partes interesadas, 
incluidas las personas que viven en la 
pobreza (véase el anexo I), tienen por 
objetivo ofrecer orientación sobre la 
forma de aplicar las normas de derechos 
humanos en los esfuerzos por combatir 
la pobreza. Están concebidos como 
un instrumento para diseñar y aplicar 
políticas de reducción y erradicación de 
la pobreza, y como una guía para lograr 
el respeto, la protección y el ejercicio 
de los derechos de las personas que 
viven en la extrema pobreza en todos los 
ámbitos de la política pública. Basados 
en las normas y principios de derechos 
humanos internacionalmente acordados, 
los Principios Rectores se inspiran en 
instrumentos y acuerdos internacionales 
y regionales tales como la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, 
la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial, la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer, la 
Convención sobre los Derechos del Niño 
y la Convención sobre los derechos de 
las personas con discapacidad, además 
de las observaciones y recomendaciones 
generales de los órganos de tratados 
de las Naciones  Unidas. Los Principios 
Rectores guían la aplicación de las obli-
gaciones de derechos humanos en las 
decisiones de política a nivel nacional 
e internacional, incluidas las decisiones 
relativas a la asistencia y la cooperación 
internacionales. La puesta en práctica de 
los Principios Rectores debe considerar-
se, pues, como parte de las obligaciones 
que tienen los Estados en virtud del 
derecho internacional.

12. Los Principios Rectores tienen un 
alcance mundial. Deben aplicarse en to-
dos los países y regiones, sea cual sea la 
fase de desarrollo económico, teniendo 
debidamente en cuenta las característi-
cas específicas de cada país. Se basan 
en una visión relacional y multidimen-
sional de la pobreza, que reconoce que 
el empoderamiento de las personas que 
viven en ella debe ser a la vez un medio 
para hacer efectivos los derechos de los 
pobres y un fin en sí mismo.

13. Las personas que viven en la 
pobreza tienen distintas experiencias y 
necesidades, y los niveles de pobreza 
difieren en su intensidad y su duración. 
Aunque las políticas basadas en los dere-
chos humanos deben ocuparse de todas 
esas personas, los Principios Rectores se 
centran principalmente en quienes expe-
rimentan la pobreza más profunda en un 
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determinado contexto1. Las personas que 
viven en la extrema pobreza causan par-
ticular preocupación porque su margina-
ción, exclusión y estigmatización indican 
en muchos casos que las políticas y los 
servicios públicos no llegan eficazmente 
a ellas. Los obstáculos, la inseguridad 
y los factores estructurales con que 
tropiezan hacen que con frecuencia les 
sea imposible reivindicar sus derechos y 
hacer realidad su potencial de manera 
independiente; necesitan el apoyo activo 
del Estado y de las otras partes interesa-
das.

iii. PRinciPios básicos

14. Los siguientes principios son esen-
ciales en un enfoque basado en los dere-
chos humanos y deben proporcionar las 
bases para la elaboración y aplicación 
de todas las políticas públicas relacio-
nadas con la reducción de la pobreza o 
que afecten a las personas que viven en 
la pobreza.

a. Dignidad, universalidad, indi-
visibilidad, relación mutua e interde-
pendencia de todos los derechos

15. La dignidad humana es el funda-
mento mismo de los derechos humanos, 
y está inextricablemente vinculada con 
los principios de la igualdad y la no 
discriminación. El respeto de la dignidad 
inherente de las personas que viven en 
la pobreza debe ser la base de todas las 

1  Por consiguiente, en el texto que sigue, 
el término “pobreza” debe entenderse 
como “extrema pobreza”, aunque ello no 
significa que determinadas obligaciones o 
recomendaciones no se apliquen también 
a las personas que viven en la pobreza en 
general.

políticas públicas. Los agentes estatales 
y los particulares deben respetar la dig-
nidad de todos, evitar la estigmatización 
y los prejuicios, y reconocer y apoyar los 
esfuerzos que despliegan quienes viven 
en la pobreza para mejorar su vida.

16. La extrema pobreza es una clara 
ilustración de la indivisibilidad, relación 
mutua e interdependencia de los dere-
chos humanos, ya que las personas que 
viven en la pobreza se ven enfrentadas 
a diario a violaciones de sus derechos 
civiles, culturales, económicos, políticos 
y sociales, que interactúan entre sí y 
se refuerzan mutuamente, con efectos 
devastadores.

17. Los Estados deben crear un entorno 
favorable a la lucha contra la pobreza y 
la protección de los derechos humanos. 
Las políticas públicas encaminadas a 
superar la pobreza deben respetar, pro-
teger y hacer efectivos por igual todos 
los derechos humanos de las personas 
que viven en la pobreza. Ninguna 
política, en ningún ámbito, debe agravar 
la pobreza o tener un efecto negativo 
desproporcionado en las personas que 
viven en ella.

b. Disfrute en condiciones de igual-
dad de todos los derechos huma-
nos por las personas que viven en la 
extrema pobreza

18. La discriminación es a la vez causa 
y consecuencia de la pobreza. Con 
frecuencia, la pobreza tiene su origen en 
prácticas discriminatorias, tanto evidentes 
como encubiertas. Quienes viven en la 
pobreza son también objeto de actitudes 
discriminatorias y estigmatización por 
parte de las autoridades públicas y los 
agentes privados precisamente porque 
son pobres. Así pues, las personas que 
viven en la pobreza suelen sufrir varias 
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formas concomitantes de discriminación, 
una de las cuales se debe a su situación 
económica.

19. Los Estados deben garantizar que 
las personas que viven en la pobreza 
sean iguales ante la ley y tengan dere-
cho, sin discriminación, a igual protec-
ción legal y a beneficiarse de la ley en 
igual medida. Los Estados deben revocar 
o modificar las leyes y reglamentos que 
menoscaben los derechos, los intereses y 
los medios de sustento de quienes viven 
en la pobreza. Deben identificarse y eli-
minarse todas las formas de discrimina-
ción legislativa o administrativa, directa 
o indirecta, que se basen en la situación 
económica u otros motivos relacionados 
con la pobreza.

20. La igualdad y la no discriminación 
son obligaciones inmediatas y transversa-
les que deben constituir la base de todas 
las medidas que adopten todas las partes 
interesadas en relación con las personas 
que viven en la pobreza. Esas obligacio-
nes exigen que los Estados identifiquen a 
los grupos vulnerables y desfavorecidos 
de la sociedad y concedan prioridad a 
garantizar que esos grupos disfruten de 
los derechos humanos en pie de igual-
dad. Los Estados tienen la obligación de 
adoptar medidas especiales y positivas 
para reducir o eliminar las condiciones 
que causan o contribuyen a perpetuar la 
discriminación.

21. Quienes viven en la pobreza tienen 
el derecho de ser protegidos contra el 
estigma negativo asociado a la situación 
de pobreza. Los Estados deben prohibir 
a las autoridades públicas, tanto nacio-
nales como locales, que estigmaticen 
o discriminen a las personas que viven 
en la pobreza, y deben adoptar todas 
las medidas adecuadas para modificar 
las pautas socioculturales con vistas a 
eliminar los prejuicios y los estereotipos. 

Los Estados deben establecer progra-
mas educativos, en particular para los 
funcionarios públicos y los medios de 
comunicación, que promuevan la no 
discriminación de las personas que viven 
en la pobreza.

22. Deben adoptarse medidas positivas 
para garantizar la igualdad de facto de 
las personas que viven en la pobreza. 
Esas medidas deben incluir instrumentos 
legislativos, ejecutivos, administrativos, 
presupuestarios y reguladores, y políti-
cas, programas y medidas afirmativas 
concretas en los ámbitos vulnerables a la 
pobreza, como el empleo, la vivienda, 
la alimentación, la seguridad social, el 
agua y el saneamiento, la salud, la edu-
cación, la cultura y la participación en la 
vida pública.

c. igualdad entre hombres y muje-
res

23. Las mujeres representan una parte 
desproporcionada de la población po-
bre, debido a las formas multifacéticas 
y acumulativas de discriminación que 
deben soportar. Los Estados tienen la 
obligación de eliminar la discriminación 
de jure y de facto de la mujer y de adop-
tar medidas para alcanzar la igualdad 
entre hombres y mujeres.

24. La normativa internacional de de-
rechos humanos exige también a los Esta-
dos que tomen medidas para eliminar 
las prácticas culturales y tradicionales 
nocivas y todas las demás prácticas que 
se basen en la idea de la inferioridad o 
la superioridad de uno de los sexos, o en 
funciones estereotipadas del hombre y 
la mujer. Esas prácticas aumentan la ex-
clusión social de las mujeres y las niñas, 
obstaculizan su acceso a los recursos y a 
la educación y perpetúan la pobreza y la 
discriminación.
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25. Los Estados deben adoptar medi-
das enérgicas para combatir la violencia 
de género. Las mujeres que viven en 
la pobreza y que son víctimas de la 
violencia de género tienen dificultades 
particulares para acceder a la justicia y 
para liberarse de las relaciones en que 
son objeto de abusos.

26. Las mujeres deben tener igualdad 
de acceso a las oportunidades económi-
cas. Los Estados deben asignar prioridad 
a ampliar las oportunidades de empleo 
y de actividades empresariales para 
las mujeres, promover el trabajo digno 
y productivo y mejorar el acceso a las 
finanzas. Las políticas públicas y los 
reglamentos laborales deben tener en 
cuenta las limitaciones de tiempo de las 
mujeres y permitir que tanto la mujer 
como el hombre se ocupen del hogar.

27. Los Estados deben garantizar que 
la mujer tenga una capacidad legal 
plena e igual para poseer, controlar y 
administrar recursos económicos tales 
como tierras, crédito y herencias.

28. Las mujeres deben disfrutar también 
de igual acceso al poder para adoptar 
decisiones. Los Estados deben elaborar 
mecanismos que acrecienten la partici-
pación de las mujeres, incluidas las que 
viven en la pobreza, en la vida política 
y los órganos decisorios en todos los 
niveles.

29. Las políticas deben promover la 
igualdad de género en el matrimonio 
y en las relaciones familiares, y velar 
por que la mujer pueda adoptar deci-
siones libres y exentas de restricciones, 
por ejemplo respecto del número y el 
espaciamiento de los embarazos, y por 
que los alimentos y demás recursos se 
distribuyan equitativamente dentro de la 
familia.

30. Las mujeres deben tener garantiza-
das la igualdad de acceso a los servicios 
públicos, como la salud, la educación 
y la protección social, y la igualdad en 
el mercado laboral, lo que ha de incluir 
iguales salarios, condiciones de empleo 
y prestaciones de la seguridad social. En 

©
 IT

C
ILO

/ 
V.

M
or

ra



8

particular, las mujeres y las niñas deben 
disponer de información y servicios de 
salud sexual y reproductiva, y de educa-
ción en la primera infancia y después de 
la enseñanza básica.

31. Los Estados deben articular la 
igualdad de género como un objetivo de 
sus políticas, estrategias, presupuestos, 
programas y proyectos. Deben aumentar 
los recursos nacionales y la asistencia 
oficial para el desarrollo destinados a la 
igualdad de género, y prestar atención al 
empoderamiento económico de la mujer 
en el contexto del comercio internacional.

D. Derechos del niño

32. Dado que la mayoría de los que 
viven en la pobreza son niños, y que 
la pobreza en la infancia es una causa 
básica de pobreza en la vida adulta, 
los derechos de los niños deben tener 

prioridad. Incluso períodos breves de 
privación y exclusión pueden menosca-
bar de forma dramática e irreversible el 
derecho del niño a la supervivencia y el 
desarrollo. A fin de erradicar la pobre-
za, los Estados deben adoptar medidas 
inmediatas para combatir la pobreza en 
la infancia.

33. Los Estados deben asegurar que 
todos los niños tengan igual acceso a 
los servicios básicos, también dentro del 
hogar. Como mínimo, los niños tienen de-
recho a un conjunto de servicios sociales 
básicos que comprende una atención de 
salud de alta calidad, una alimentación 
adecuada, una vivienda, agua potable y 
saneamiento, y educación primaria, para 
que puedan crecer y desarrollar todo 
su potencial, libres de enfermedades, 
de malnutrición, del analfabetismo y de 
otras privaciones.
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34. La pobreza hace que los niños, y en 
particular las niñas, sean vulnerables a la 
explotación, el abandono y el maltrato. 
Los Estados deben respetar y promover 
los derechos de los niños que viven en 
la pobreza, y para ello fortalecer las 
estrategias y los programas de protección 
del niño y asignar los recursos necesarios, 
concentrándose especialmente en los 
niños marginados, como los de la calle, 
los niños soldados, los que tienen alguna 
discapacidad, los que han sido víctimas 
de la trata, los niños cabezas de familia y 
los que viven en instituciones de acogida, 
ya que todos ellos corren un riesgo mayor 
de explotación y malos tratos.

35. Los Estados deben promover el 
derecho del niño a ser escuchado en los 
procesos de adopción de decisiones que 
influyen en su vida.

E. capacidad de actuación y 
autonomía de las personas que viven 
en la extrema pobreza

36. Las personas que viven en la po-
breza deben ser reconocidas y tratadas 
como agentes libres y autónomos. Todas 
las políticas relacionadas con la pobreza 
deben apuntar a empoderar a las perso-
nas que viven en ella, y deben basarse 
en el reconocimiento del derecho de esas 
personas a adoptar sus propias decisio-
nes y respetar su capacidad de alcanzar 
su propio potencial, su sentido de la 
dignidad y su derecho a participar en las 
decisiones que afectan a su vida.

f. Participación y empoderamiento

37. La participación efectiva y fructí-
fera es una afirmación del derecho de 
todo individuo y grupo a participar en 
la conducción de los asuntos públicos. 
Es también una forma de promover la 
inclusión social y un componente esencial 

de los esfuerzos por combatir la pobre-
za, entre otras cosas al velar por que las 
políticas públicas sean sostenibles y estén 
diseñadas para atender a las necesida-
des expresas de los sectores más pobres 
de la sociedad.

38. Los Estados deben garantizar la 
participación activa, libre, informada y 
provechosa de las personas que viven en 
la pobreza en todas las fases del diseño, 
la aplicación, la vigilancia y la evalua-
ción de las decisiones y políticas que las 
afectan. Para ello es necesario fortalecer 
la capacidad y ofrecer educación sobre 
los derechos humanos a las personas que 
viven en la pobreza, y establecer mecanis-
mos y arreglos institucionales específicos, 
en distintos niveles de la adopción de deci-
siones, para superar los obstáculos que se 
oponen a la participación efectiva de esas 
personas. Debe ponerse especial cuidado 
en incluir plenamente a las personas más 
pobres y más excluidas de la sociedad.

39. Los Estados deben velar por que los 
grupos que corren mayor riesgo de caer 
en la pobreza, como los que están ex-
puestos comúnmente a desventajas y dis-
criminación por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opinión política o 
de otra índole, origen nacional o social, 
situación económica, nacimiento u otra 
condición, no solo estén debidamente 
representados en todos los procesos de 
adopción de decisiones que los afecten 
sino que también tengan poder y apoyo 
para expresar sus opiniones.

40. Los Estados deben asegurar que los 
pueblos indígenas, que son particular-
mente vulnerables a la extrema pobreza, 
gocen del derecho al consentimiento libre, 
previo e informado a través de sus pro-
pias instituciones representativas respecto 
de todas las decisiones que conciernan al 
uso de sus tierras, territorios y recursos por 
agentes estatales y no estatales.
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41. Los Estados deben también prote-
ger activamente a las personas, las orga-
nizaciones comunitarias, los movimientos 
sociales, los grupos y otras organizacio-
nes no gubernamentales que apoyan y 
defienden los derechos de quienes viven 
en la pobreza.

G. transparencia y acceso a la 
información

42. Las personas que viven en la 
pobreza carecen a menudo de acceso a 
información crucial sobre las decisiones 

que afectan a su vida. Esto reduce sus 
ingresos netos, obstaculiza su acceso a 
los servicios sociales o las oportunida-
des de empleo y las expone de manera 
desproporcionada a la corrupción y la 
explotación.

43. Los Estados deben velar por que 
los servicios y programas públicos que 
afectan a las personas que viven en 
la pobreza se elaboren y apliquen de 
manera transparente. Los Estados deben 
proporcionar información accesible y 
culturalmente adecuada sobre todos 
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los servicios públicos disponibles para 
las personas que viven en la pobreza 
y sobre sus derechos respecto de esos 
servicios. Esta información debe difun-
dirse activamente por todos los cauces 
existentes.

44. Los Estados deben asegurar que 
las personas que viven en la pobreza 
disfruten, individualmente o en asocia-
ción con otros, del derecho a buscar, 
recibir e impartir información sobre todas 
las decisiones que afecten a su vida. 
Esto comprende el acceso a información 
sobre cómo hacer efectivos los derechos 
y las libertades y sobre cómo obtener 
reparación por las violaciones.

H. Rendición de cuentas

45. Las personas que viven en la pobre-
za son vistas a menudo como receptoras 
pasivas de ayuda del gobierno o de 
beneficencia, siendo así que, de hecho, 
son titulares de derechos a quienes los 
responsables de las políticas y otros fun-
cionarios públicos deben rendir cuentas.

46. Los Estados deben garantizar que 
las personas que viven en la pobreza 
disfruten del derecho a una reparación 
efectiva a través de mecanismos judicia-
les, cuasijudiciales, administrativos y po-
líticos ante las acciones y omisiones que 
menoscaben o pongan en peligro sus 
derechos humanos, en particular en lo 
que respecta a la prestación de servicios 
públicos, los programas de reducción de 
la pobreza y la asignación de recursos. 
Las personas que viven en la pobreza de-
ben estar plenamente informadas de los 
recursos de que disponen, y los mecanis-
mos deben estar física y económicamente 
al alcance de todos.

47. Los Estados deben establecer proce-
dimientos, con inclusión de mecanismos 
de denuncia adecuados y accesibles, 

para prevenir, detectar y combatir la 
corrupción, en particular en los progra-
mas sociales y de otra índole que afectan 
directamente a las personas que viven en 
la pobreza.

iv. REquisitos DE aPLicación

48. Los Estados tienen la obligación 
inmediata de adoptar medidas para 
hacer plenamente efectivos los derechos 
económicos, sociales y culturales, y la 
normativa de derechos humanos exige 
que en todo momento se garanticen por 
lo menos los niveles esenciales mínimos 
de todos los derechos. La normativa in-
ternacional de derechos humanos prevé, 
cuando las limitaciones de recursos así 
lo exijan, la realización progresiva de 
algunos aspectos de los derechos econó-
micos, sociales y culturales a lo largo de 
un período de tiempo y con indicadores 
bien definidos, pero las medidas regre-
sivas deliberadas solo están permitidas 
en casos excepcionales y con carácter 
temporal. En todo momento, los Estados 
deben poder demostrar que han adop-
tado medidas concretas para combatir 
la pobreza y probar que lo han hecho 
hasta el máximo de los recursos de que 
disponen, con inclusión de la asistencia y 
la cooperación internacionales.

49. Asegurar que quienes viven en la 
pobreza disfruten al menos de los niveles 
esenciales mínimos de todos los derechos 
económicos, sociales y culturales no 
significa simplemente aplicar de manera 
más completa las políticas ya existentes. 
La erradicación de la pobreza requiere 
políticas que aborden específicamente 
la situación de quienes viven en ella, 
mediante un marco completo y coherente 
que abarque todos los ámbitos de la 
política pública y la acción política. 
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a. Los Estados deben adoptar una 
estrategia nacional integral para re-
ducir la pobreza y la exclusión social

50. Los Estados deben elaborar y 
aprobar una estrategia de reducción 
de la pobreza basada en los derechos 
humanos que integre activamente a las 
personas y grupos, especialmente a los 
que viven en la pobreza, en su diseño y 
aplicación. La estrategia debe contener 
puntos de referencia sujetos a plazos y 
un plan de aplicación bien definido que 
tenga en cuenta las consecuencias presu-
puestarias necesarias, y debe designar 
claramente a las autoridades y orga-
nismos responsables de la aplicación y 
establecer los recursos y mecanismos de 
denuncia adecuados para los casos de 
incumplimiento.

b. Los Estados deben velar por 
que las políticas públicas otorguen la 
debida prioridad a las personas que 
viven en la extrema pobreza

51. Al diseñar y aplicar las políticas 
públicas y asignar los recursos, los Esta-
dos deben otorgar la debida prioridad a 
los derechos humanos de los grupos más 
desfavorecidos, especialmente las perso-
nas que viven en la extrema pobreza.

52. Los Estados deben velar por que 
en el diseño y la aplicación de las 
políticas públicas, incluidas las medidas 
presupuestarias y fiscales, se tengan en 
cuenta datos desglosados e información 
actualizada sobre la pobreza.

53. Los Estados deben asegurarse de 
que se recauden y utilicen suficientes re-
cursos para hacer efectivos los derechos 
humanos de las personas que viven en la 
pobreza. Las políticas fiscales, incluidas 
las que se refieren a la recaudación de 
ingresos, las asignaciones presupues-
tarias y los gastos, deben cumplir con 

las normas y los principios de derechos 
humanos, en particular la igualdad y la 
no discriminación.

54. Dado el efecto desproporcionado 
y devastador de las crisis económicas y 
financieras en los grupos más vulnerables 
a la pobreza, los Estados deben poner 
especial cuidado en velar por que las 
medidas de recuperación de las crisis, in-
cluidos los recortes del gasto público, no 
nieguen o infrinjan los derechos humanos 
de esos grupos. Las medidas deben ser 
amplias y no discriminatorias. Deben 
asegurar una financiación sostenible de 
los sistemas de protección social a fin de 
mitigar las desigualdades y garantizar 
que los derechos de los individuos y 
grupos desfavorecidos y marginados no 
se vean afectados en medida despropor-
cionada.

55. Los recortes en la financiación de 
los servicios sociales que afecten signifi-
cativamente a las personas que viven en 
la pobreza, por ejemplo acrecentando 
la carga de los cuidados que recaen en 
las mujeres, deben ser medidas de último 
recurso y adoptarse solo después de 
haber considerado seriamente todas las 
otras opciones de política, incluidas las 
otras posibilidades de financiación. Los 
servicios esenciales para que las perso-
nas que viven en la pobreza gocen de 
sus derechos deberían estar bloqueados 
en los presupuestos nacionales y locales.

c. Los Estados deben garantizar 
que las instalaciones, los bienes 
y los servicios necesarios para el 
disfrute de los derechos humanos 
estén disponibles y sean accesibles, 
adaptables, asequibles y de bue-
na calidad

56. Los Estados tienen obligaciones 
en relación con el suministro de las 
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instalaciones, los bienes y los servi-
cios necesarios para el disfrute de los 
derechos humanos. Incluso cuando 
esas instalaciones, bienes y servicios 
se proporcionan con la participación 
del sector privado o de entidades de la 
sociedad civil, los Estados son respon-
sables de garantizar la calidad, la 
asequibilidad y la cobertura, y tienen el 
deber de proteger a las personas contra 
los abusos cometidos por los proveedo-
res de servicios privados.

57. Los Estados deberían suprimir los 
obstáculos a fin de brindar a las perso-
nas que viven en la pobreza un acceso 
adecuado y no discriminatorio a las 
instalaciones, los bienes y los servicios. 
Los servicios esenciales para el ejerci-
cio de los derechos humanos, como la 
atención de salud y la educación, deben 
estar económicamente al alcance de las 
comunidades que viven en la pobreza y 
ser físicamente accesibles en tiempo útil. 
También debe asegurarse el acceso a la 
información sobre esos servicios.

58. Los Estados deben garantizar la 
asequibilidad de las instalaciones, los 
bienes y los servicios que necesitan 
las personas que viven en la pobreza. 
Nadie debe verse denegado el acceso 
a servicios esenciales por no tener la 
posibilidad de pagar. En algunos casos, 
los Estados deben proporcionar el acce-
so gratuito; por ejemplo, la educación 
primaria debe ser obligatoria y estar 
exenta de costos directos e indirectos.

59. Los Estados deben asegurar la 
aceptabilidad y adaptabilidad de las 
instalaciones, los bienes y los servicios 
en relación con las necesidades espe-
cíficas de las personas que viven en la 
pobreza, teniendo en cuenta las diferen-
cias culturales, las barreras lingüísticas, 
las necesidades específicas de cada 
género y la discriminación. En algunos 
casos, debe prestarse una asistencia 

adaptada a las necesidades de grupos 
concretos.

60. Los Estados deben asegurar 
que las instalaciones, los bienes y los 
servicios que utilizan las personas que 
viven en la pobreza sean de la máxima 
calidad posible, en particular supervi-
sando la calidad de los proveedores 
de servicios públicos y privados. Los 
proveedores deben estar debidamente 
cualificados y ser conscientes de las ne-
cesidades particulares de las personas 
que viven en la pobreza.

D. Los Estados deben garantizar la 
coherencia de las políticas

61. Los Estados deben tener en cuenta 
sus obligaciones internacionales de 
derechos humanos al concebir y aplicar 
todas las políticas, incluidas las políticas 
tributarias, fiscales, monetarias, ambien-
tales, de comercio internacional y de 
inversión. Los compromisos de reducir la 
pobreza que ha asumido la comunidad 
internacional no deben considerarse ais-
ladamente de las políticas y decisiones 
internacionales y nacionales, algunas 
de las cuales pueden generar condicio-
nes que creen, mantengan o aumenten 
la pobreza, internamente o fuera del 
propio territorio. Antes de concertar 
cualquier acuerdo internacional, o de 
aplicar cualquier medida de política, los 
Estados deben evaluar si es compatible 
con sus obligaciones internacionales de 
derechos humanos.
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v. DEREcHos EsPEcÍficos

62. Todos los derechos humanos —
civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales — se aplican a las personas 
que viven en la pobreza, y estas deben 
poder disfrutarlos. A continuación se 
presta atención a algunos derechos espe-
cíficos cuyo disfrute por quienes viven en 
la pobreza es particularmente limitado 
o está especialmente menoscabado, y 
respecto de los cuales los Estados tienen 
con frecuencia políticas inadecuadas o 
contraproducentes. Se ofrece orientación 

sobre la forma de respetar, proteger 
y hacer efectivos esos derechos para 
quienes viven en la pobreza. El texto no 
es ni un resumen ni una declaración del 
contenido fundamental de cada derecho, 
y debe interpretarse y aplicarse con 
arreglo a las obligaciones existentes en 
virtud del derecho nacional e internacio-
nal y teniendo debidamente en cuenta 
las observaciones y recomendaciones 
generales de los mecanismos de dere-
chos humanos de las Naciones Unidas.
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a. Derecho a la vida y a la integri-
dad física

63. Las personas que viven en la pobre-
za están expuestas a menudo a riesgos 
tanto institucionales como individuales 
de violencia y amenazas a su integridad 
física por parte de agentes estatales y 
privados, que los hacen vivir en cons-
tante temor e inseguridad. La continua 
exposición y vulnerabilidad a la violen-
cia afectan a la salud física y mental de 
las personas y socavan su desarrollo 
económico y su capacidad de salir de 
la pobreza. Quienes viven en la pobre-
za, con poca o ninguna independencia 
económica, tienen menos posibilidades 
de encontrar seguridad y protección. Los 
agentes encargados de hacer cumplir 
la ley actúan a menudo con prejuicios y 
hacen deliberadamente de estas perso-
nas un objetivo preferente. Las mujeres 
y las niñas que viven en la pobreza se 

ven particularmente afectadas por la vio-
lencia de género que, entre otras cosas, 
incluye la violencia doméstica, el abuso 
sexual y el acoso y las prácticas tradi-
cionales dañinas. Además, la pobreza 
es causa de enfermedades prevenibles, 
mala salud, altas tasas de mortalidad y 
baja esperanza de vida, no solo por la 
mayor exposición a la violencia sino tam-
bién por las privaciones materiales y sus 
consecuencias, como la falta de alimen-
tos, de agua salubre y de saneamiento.

64. Los Estados deben:

a. Adoptar medidas especiales para 
asegurar que el derecho a la vida y 
a la integridad física de las personas 
que viven en la pobreza se respete, 
proteja y cumpla en pie de igual-
dad, entre otras cosas capacitando 
a los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley, revisando los 
procedimientos policiales y estable-
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ciendo sistemas claros de rendición 
de cuentas que estén al alcance de 
los más desfavorecidos;

b. Elaborar estrategias y sistemas espe-
cíficos para combatir la violencia de 
género cometida contra las personas 
que viven en la pobreza, en particu-
lar ofreciendo refugio a las mujeres 
víctimas de la violencia doméstica;

c. Tomar todas las medidas posibles, 
hasta el máximo de los recursos de 
que dispongan, para asegurar que 
las personas que viven en la pobre-
za tengan acceso por lo menos a los 
alimentos esenciales mínimos nece-
sarios para una nutrición adecuada 
e inocua, a un hogar, una vivienda 
y un saneamiento básicos y a un su-
ministro suficiente de agua potable, 
a fin de prevenir las enfermedades 
y otras consecuencias nocivas de 
las privaciones materiales, como 
la malnutrición, las epidemias y la 
mortalidad materna e infantil.

b. Derechos a la libertad y la segu-
ridad de las personas

65. Diversos factores estructurales y 
sociales, entre ellos la discriminación, 
hacen que las personas que viven en la 
pobreza entren en contacto con el siste-
ma de justicia penal con una frecuencia 
desproporcionadamente alta, y que tro-
piecen también con obstáculos considera-
bles para salir del sistema. En consecuen-
cia, el número de personas de los grupos 
más pobres y más excluidos que son 
arrestadas, detenidas y encarceladas es 
desproporcionadamente alto. Muchas de 
estas personas permanecen en detención 
preventiva por períodos prolongados, 
sin un recurso efectivo para solicitar la 
libertad bajo fianza o una revisión. Al no 
poder pagarse una representación letra-
da adecuada, tienen más probabilidades 

de ser condenadas. Durante la detención 
no suelen tener medios al alcance para 
impugnar la violación de sus derechos, 
por las condiciones inseguras o poco 
higiénicas, los malos tratos o los retrasos 
prolongados. Las multas que se imponen 
a las personas pobres tienen un efecto 
desproporcionado en ellas, empeo-
ran su situación y perpetúan el círculo 
vicioso de la pobreza. Las personas sin 
hogar, en particular, sufren restricciones 
frecuentes de su libertad de movimiento, 
y se las penaliza por utilizar los espacios 
públicos.

66. Los Estados deben:

a.  Determinar y subsanar todo efecto 
desproporcionado de las sanciones 
penales y los procedimientos de 
encarcelamiento en las personas que 
viven en la pobreza;

b.  Asegurar que, en la mayor medida 
posible, los procesos de libertad 
bajo fianza tengan en cuenta las 
circunstancias económicas y sociales 
de las personas que viven en la 
pobreza;

c. Revocar o enmendar toda ley que 
penalice la realización de activida-
des necesarias para la superviven-
cia en los lugares públicos, como 
dormir, mendigar, comer o practicar 
actividades de higiene personal;

d. Revisar los procedimientos de san-
ción que exigen el pago de multas 
desproporcionadas a las personas 
que viven en la pobreza, especial-
mente las que se relacionan con la 
mendicidad, el uso de los espacios 
públicos y los fraudes a la asistencia 
social, y estudiar la posibilidad de 
abolir las penas de prisión por el 
impago de multas para quienes no 
tengan la posibilidad de pagar.
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c. Derecho a igual protección ante 
la ley, igual acceso a la justicia y 
medios de reparación efectivos

67. Las personas que viven en la 
pobreza carecen a menudo de capaci-
dad para acceder a la justicia o buscar 
reparación por las acciones u omisiones 
que las hayan perjudicado. Tropiezan 
con una serie de obstáculos, desde la 
incapacidad de interponer debidamente 
las denuncias iniciales, a causa de los 
costos o de su desconocimiento de la ley, 
hasta el incumplimiento de las decisio-
nes judiciales dictadas en su favor. Los 
desequilibrios de poder y la falta de 
mecanismos de denuncia independien-
tes, accesibles y efectivos les impiden, 
con frecuencia, impugnar las decisiones 
administrativas que las perjudican. Sin 
acceso efectivo a la justicia, se ven en 
la imposibilidad de buscar y obtener 
una reparación por las violaciones de 
las normas nacionales e internacionales 
de derechos humanos, lo que agrava su 
vulnerabilidad, inseguridad y aislamiento 
y perpetúa su empobrecimiento.

68. Los Estados deben:

a. Establecer procedimientos efecti-
vos, asequibles y accesibles, con 
inclusión de mecanismos informales 
de solución de controversias, de 
conformidad con las normas de de-
rechos humanos, para apoyar a las 
personas que viven en la pobreza 
y que buscan justicia, teniendo en 
cuenta los obstáculos específicos con 
que se enfrentan cuando intentan 
acceder a ella;

b.  Establecer, para las causas penales y 
también las civiles que afecten a los 
derechos de las personas que viven 
en la pobreza, sistemas de ayuda 
letrada de alta calidad y servicios 
jurídicos ampliados para quienes 
no puedan pagar los costos de una 

representación legal;

c. Establecer medidas para asegurar 
que los honorarios de los servicios 
jurídicos y las costas judiciales (por 
ejemplo, de la presentación de 
denuncias) se supriman en el caso 
de las personas que no puedan 
pagarlos;

d.  Velar por que las personas que viven 
en la pobreza tengan acceso a re-
cursos en los casos de discriminación 
motivada por su situación socioeco-
nómica;

e.  Invertir en la formación de los jueces, 
abogados, fiscales y funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley 
para que tengan en cuenta las necesi-
dades específicas de los diversos gru-
pos que viven en la pobreza y para 
aumentar su capacidad de desempe-
ñar sus funciones sin discriminación;

f.  Establecer mecanismos de denun-
cia independientes, dotados de 
suficientes recursos y sensibles a 
las cuestiones de género en las 
políticas públicas para asegurar la 
supervisión y permitir a las personas 
que viven en la pobreza presentar 
denuncias en los casos de abuso de 
poder y de autoridad, corrupción y 
discriminación;

g. Establecer mecanismos de denuncia, 
asesoramiento y notificación que 
tengan en cuenta las necesidades de 
los niños y que estén al alcance de 
los niños que viven en la pobreza, y 
realizar campañas de información 
para dar a conocer esos mecanismos;

h.  Aumentar la disponibilidad de infor-
mación jurídica para las personas 
que viven en la pobreza, entre otras 
cosas mediante una difusión diver-
sificada, adaptable y que tenga en 
cuenta las realidades culturales;
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i. Establecer medios de reparación 
efectivos (con inclusión del reconoci-
miento jurídico interno y del recurso 
judicial) para todos los derechos 
consagrados en los instrumentos in-
ternacionales de derechos humanos, 
incluidos los derechos económicos, 
sociales y culturales.

D. Derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica

69. Numerosos obstáculos jurídicos, 
económicos, de procedimiento, prácticos 
y culturales dificultan a las personas que 
viven en la pobreza la inscripción de los 
nacimientos y la obtención de documentos 

de identidad legales. Algunas simplemen-
te viven demasiado lejos de los centros de 
inscripción, otras no pueden permitirse los 
costos directos e indirectos de los trámites, 
y otras aún se ven denegada una identi-
dad legal debido a la discriminación. Sin 
certificados de nacimiento y sin los demás 
documentos necesarios, las personas que 
viven en la pobreza están privadas de 
una amplia gama de derechos, como los 
derechos a la seguridad social, la educa-
ción, la salud y el acceso a la justicia. La 
no inscripción de los nacimientos aumenta 
también el riesgo de apatridia, ya que las 
personas pueden verse más tarde en la 
imposibilidad de demostrar su nacionali-
dad.
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70. Los Estados deben:

a.  Desplegar todos los esfuerzos 
necesarios para inscribir a todos los 
niños inmediatamente después del 
nacimiento.

b.  Llevar a cabo operaciones de 
inscripción, incluidas campañas de 
sensibilización, para los adultos y los 
niños no inscritos, y velar por que se 
expidan documentos de identidad a 
las personas que viven en la pobreza 
cuando sea necesario para un acce-
so efectivo a los servicios públicos y 
el disfrute de todos los derechos.

c.  Asignar los recursos necesarios para 
el establecimiento de sistemas de ins-
cripción que sean accesibles y ade-
cuados para las personas que viven 
en la pobreza. Estos sistemas deben 
ser gratuitos, sencillos y rápidos y 
deben funcionar sin discriminación.

d.  Determinar y eliminar los obstáculos 
que dificultan el acceso a la inscrip-
ción de los nacimientos de los gru-
pos desfavorecidos más expuestos 
a la pobreza, como los solicitantes 

de asilo, los apátridas, las personas 
con discapacidad y los migrantes 
indocumentados.

e.  Cuando no sea razonablemente po-
sible expedir partidas de nacimiento 
o documentos de identificación, 
velar por que los tribunales conce-
dan el reconocimiento jurídico sin 
discriminación.

E. Derecho a la vida privada y a la 
protección del domicilio y la familia

71. Las personas que viven en la 
pobreza tienen más probabilidades de 
ser víctimas de atentados contra su vida 
privada y su reputación por parte del 
Estado y de agentes no estatales. Estas 
intromisiones pueden ser causadas por 
las condiciones de hacinamiento en 
las viviendas o por una intervención 
excesiva de las fuerzas del orden o los 
servicios sociales. Por ejemplo, los niños 
de las familias que viven en la pobreza 
corren un mayor riesgo de ser separados 
de su medio familiar por las autoridades 
y ser internados en instituciones.

©
 O

IT
/ 

S.
 B

en
ill

ou
ch

e



23

EXTREMA POBREZA Y DERECHOS HUMANOS

72. Los Estados deben:

a.  Revisar los marcos jurídicos y 
administrativos para proteger a las 
personas que viven en la pobreza de 
la intromisión inadecuada de las au-
toridades en su vida privada. Deben 
revisarse las políticas de vigilancia, 
las condiciones de la asistencia so-
cial y otros requisitos administrativos 
para asegurarse de que no impon-
gan una carga desproporcionada 
a quienes viven en la pobreza o 
invadan su intimidad.

b.  Velar por que la pobreza económica 
y material no sea nunca la única 
justificación para apartar a un niño 
de la tutela parental o impedirle 
su reintegración en la familia. De 
conformidad con la obligación de 
proteger el interés superior del niño 
en todo procedimiento de protección 
de un menor, los esfuerzos deben 
apuntar principalmente a permitir 
que el niño permanezca al cuidado 
de sus padres o regrese al entorno 
familiar, incluso abordando el pro-
blema de las privaciones materiales 
de la familia.

c.  Elaborar y aplicar programas de 
apoyo a la familia que sean adecua-
dos, dispongan de suficientes recur-
sos, tengan en cuenta las realidades 
culturales y estén al alcance de las 
personas que viven en la pobreza, 
como parte de las políticas integrales 
de protección y bienestar del niño.

f. Derecho a un nivel de vida ade-
cuado

73. Los Estados tienen la obligación de 
mejorar progresivamente las condiciones 
de vida de las personas que viven en la 
pobreza. Aunque el derecho a condicio-
nes de vida adecuadas comprende dere-

chos específicos, algunos de los cuales se 
examinan por separado más adelante, es 
también un derecho general que abarca 
los elementos esenciales para la supervi-
vencia humana, la salud y el desarrollo 
físico e intelectual. La ausencia de un 
nivel de vida adecuado está relacionada 
con medios de subsistencia limitados 
o inseguros. En las zonas urbanas, la 
falta de ingresos, combinada con los 
precios de los productos básicos, suele 
crear un obstáculo importante. En las 
comunidades rurales, importa sobre todo 
el acceso seguro y equitativo a la tierra, 
las pesquerías y los bosques, que son 
fuentes de alimentos y de cobijo, la base 
de las prácticas sociales, culturales y reli-
giosas y un factor central del crecimiento 
económico. Muchas personas, entre ellas 
mujeres, pueblos indígenas y pequeños 
productores agrícolas, carecen de un 
control sostenible y ejecutable sobre esos 
recursos, así como de acceso a ellos.

74. Los Estados deben:

a.  Eliminar los obstáculos económi-
cos, sociales y administrativos que 
impiden a las personas que viven en 
la pobreza participar en actividades 
de sustento productivas, entre otras 
cosas creando bienes, competencias 
y capacidades de producción;

b.  Invertir en infraestructura a fin de 
mejorar el acceso a los servicios bási-
cos necesarios para un nivel de vida 
adecuado, y crear mejores opciones 
de energía y tecnología para las 
personas que viven en la pobreza;

c. Velar por que las personas que viven 
en la pobreza tengan un acceso 
adecuado a recursos tales como las 
tierras, las pesquerías y los bosques, 
y suficiente agua para la agricultura 
de subsistencia, entre otras cosas 
adoptando medidas legislativas, ad-
ministrativas y normativas específicas 

©
 O

IT
/ 

S.
 B

en
ill

ou
ch

e



24

que promuevan y aseguren la gestión 
sostenible de los recursos productivos;

d.  Asegurar que los pueblos indígenas 
tengan derecho a las tierras, territo-
rios y recursos que tradicionalmente 
han poseído, ocupado o, de alguna 
otra forma, utilizado o adquirido;

e.  Asegurar que quienes viven en la 
pobreza, en particular las mujeres, 
tengan acceso a servicios financieros 
básicos, con inclusión de préstamos 
bancarios, hipotecas y otras formas 
de crédito, y medios de ahorro segu-
ros y asequibles;

f.  Asegurar que las políticas relativas 
a todos los ámbitos del derecho a 
un nivel de vida adecuado, como la 
alimentación, el agua y el sanea-
miento y la vivienda, sean amplias e 
integradas.

G. Derecho a una alimentación y 
nutrición adecuadas

75. La alimentación adecuada es indis-
pensable para la salud, la supervivencia 
y el desarrollo físico e intelectual, y es 
una condición previa para la integra-
ción social, la cohesión social y la vida 
pacífica en la comunidad. La falta de 
soberanía alimentaria compromete la 
autonomía y la dignidad. Las personas 
que viven en la pobreza suelen tener 
un acceso limitado a alimentos adecua-
dos y asequibles, o a los recursos que 
necesitan para producirlos o adquirirlos. 
Incluso cuando hay alimentos adecuados 
disponibles, muchas veces no llegan a 
las personas que viven en la pobreza de-
bido a diferentes factores, como el costo, 
una distribución inadecuada o discrimi-
natoria, la limitada capacidad de los 
grupos marginados de acceder a recur-
sos productivos, la falta de infraestructura 
o la existencia de conflictos. La calidad o 

el valor nutricional de los alimentos a los 
que tienen acceso las personas que viven 
en la pobreza también suscitan gran 
preocupación. Como consecuencia de la 
discriminación institucional e intrafamiliar 
o de las prácticas culturales, las mujeres 
que viven en la pobreza se ven privadas 
en muchos casos de un acceso equitativo 
a los alimentos, o tienen una capacidad 
reducida de adquirirlos o producirlos.

76. Los Estados deben:

a.  Establecer sistemas cartográficos 
desglosados para identificar a los 
grupos y los hogares particular-
mente vulnerables a la inseguridad 
alimentaria y nutricional, determinar 
las razones de esa vulnerabilidad 
y adoptar medidas correctivas, de 
aplicación tanto inmediata como 
progresiva, para brindar acceso a 
una alimentación adecuada.

b.  Adoptar una estrategia nacional 
para alcanzar la seguridad alimen-
taria y nutricional para todos, sobre 
la base de los principios de los 
derechos humanos. El acceso de las 
personas que viven en la pobreza 
a una alimentación adecuada debe 
recibir prioridad, y debe tenerse 
en cuenta la interdependencia del 
acceso a recursos productivos y 
monetarios y la nutrición adecuada.

c. Establecer mecanismos de alerta 
temprana idóneos para prevenir o 
mitigar los efectos de los desastres 
naturales o causados por el hombre, 
también en las personas que viven 
en la pobreza en zonas remotas 
y marginadas, y adoptar medidas 
apropiadas de preparación para 
situaciones de emergencia.

d.  Asegurar un acceso adecuado a 
los recursos productivos, como las 
tierras, los bosques y las pesquerías, 
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a fin de que las personas que viven 
en la pobreza puedan producir 
alimentos para sí y para sus familias.

e. Ejecutar programas eficaces de refor-
ma agraria y distribución de tierras, 
especialmente en las zonas en que 
la concentración de la tierra compro-
mete el acceso de las comunidades 
rurales a medios de sustento, y adop-
tar medidas preventivas para evitar la 
apropiación de las tierras y el agua.

f.  Revisar y revocar las leyes discri-
minatorias y las prácticas adminis-
trativas conexas que obstaculizan 
el reconocimiento de la propiedad 
o los derechos de tenencia de las 
tierras y recursos por los grupos o 
personas que viven en la pobreza, 
en particular las mujeres.

g.  Adoptar medidas para erradicar 
todo tipo de práctica discriminato-
ria en la distribución de alimentos 
dentro del hogar o de la comunidad, 
especialmente entre ambos sexos, 
por ejemplo canalizando el apoyo a 
la producción de alimentos a través 
de las mujeres.

h.  Estudiar la posibilidad, para prote-
ger a quienes no puedan proveer 
a sus necesidades, de establecer y 
mantener redes de seguridad en ma-
teria de alimentos vinculadas a otras 
intervenciones complementarias que 
promuevan la seguridad alimenta-
ria a mediano y más largo plazo. 
También es necesario asegurar que 
las políticas y los programas de 
asistencia social tengan en cuenta 
los costos reales de una alimentación 
nutritiva y culturalmente adecuada.

i. Velar por que existan mecanismos de 
distribución eficaces que reconozcan 
las deficiencias del mercado y pon-
gan alimentos adecuados al alcance 

físico y económico de las personas 
que viven en la pobreza, de forma 
que sean culturalmente aceptables y 
que no afecten negativamente a los 
pequeños agricultores, los pueblos 
indígenas, los habitantes de los 
bosques, los pastores o las comu-
nidades locales de pescadores de 
subsistencia y las mujeres. Eso debe 
incluir una revisión de los sistemas 
generales de fijación de precios de 
los alimentos.

j. Esforzarse por asegurar que todas las 
políticas comerciales y de inver-
sión, incluidas las que se refieran 
específicamente a los alimentos y la 
agricultura, promuevan la seguridad 
alimentaria y nutricional para todos, 
y adoptar medidas colectivas inter-
nacionales para hacer frente a la ex-
tendida inseguridad alimentaria y nu-
tricional y al aumento de los precios 
de los alimentos. Las estrategias que 
apoyan el desarrollo rural basándose 
en los derechos humanos, promueven 
la producción sostenible de alimentos 
y la distribución equitativa y reducen 
la inestabilidad de los mercados de 
productos básicos que influye en los 
precios de los alimentos deben ser 
una prioridad para los Estados a 
nivel nacional e internacional.

H. Derecho al agua y el saneamiento

77. Las personas que viven en la pobre-
za sufren de manera desproporcionada 
de un acceso limitado al agua y a un sa-
neamiento adecuado. El agua insalubre 
y la falta de acceso al saneamiento son 
la causa principal de las enfermedades 
diarreicas que provocan elevados niveles 
de mortalidad infantil y de lactantes entre 
las familias que viven en la pobreza y 
restringen el disfrute de muchos otros 
derechos, como el derecho a la salud, la 
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educación, el trabajo y la vida privada, 
socavando así gravemente las posibilida-
des de salir de la pobreza. Las personas 
pobres viven a menudo en zonas en que 
el acceso al agua y/o el saneamiento 
está restringido en razón del costo, la 
falta de infraestructura, la denegación 
de servicios a las personas sin seguridad 
de la tenencia, la mala gestión de los 
recursos, la contaminación o el cambio 
climático. La falta de acceso al agua y el 
saneamiento afecta particularmente a las 
mujeres y niñas que viven en la pobreza.

78. Los Estados deben:

a.  Velar por que las personas que viven 
en la pobreza tengan acceso por lo 
menos a la cantidad esencial mínima 
de agua, que sea suficiente y apta 
para el uso personal y doméstico 
(incluida el agua para beber, para el 
saneamiento personal, para la cola-
da, para la preparación de alimentos 
y para la higiene personal y domés-
tica), y a un saneamiento que tenga 
en cuenta las necesidades de ambos 
sexos y sea seguro, físicamente acce-
sible y económicamente asequible.

b.  En el contexto de los asentamientos 
irregulares, suprimir los obstáculos 
legales relacionados con la tenencia 
de la tierra para que los habitantes 
puedan obtener una conexión formal 
y oficial de los servicios de abasteci-
miento de agua y saneamiento. No 
debe denegarse a ningún hogar el 
derecho al agua y el saneamiento 
por razón de la clasificación de su 
vivienda o de la tierra en que esta se 
encuentra.

c.  Asegurar el acceso al agua y el 
saneamiento de las personas sin 
hogar, y abstenerse de penalizar las 
actividades de saneamiento, como 
el hecho de lavarse, orinar y defecar 
en lugares públicos, cuando no haya 

servicios adecuados de saneamiento 
disponibles.

d.  Aplicar medidas para garantizar que 
las personas que viven en la pobreza 
no deban pagar tarifas más altas por 
los servicios de abastecimiento de 
agua debido a los niveles de consumo.

e.  Organizar campañas masivas de 
información pública sobre la higiene 
a través de cauces a los que tengan 
acceso las personas que viven en la 
pobreza.

i. Derecho a una vivienda adecua-
da, seguridad de la tenencia y prohi-
bición del desalojo forzoso

79. Las personas que viven en la 
pobreza tienen con frecuencia viviendas 
insalubres, por ejemplo en barrios mar-
ginales y asentamientos irregulares, con 
un acceso limitado o nulo a los servicios 
básicos. El hacinamiento, la inseguridad 
y la exposición desproporcionada a los 
desastres naturales o los peligros ambien-
tales amenazan comúnmente la vida o la 
salud de esas personas. Muchas carecen 
de seguridad en la tenencia y viven en 
el constante temor de un desalojo o una 
expropiación, sin medios para defen-
der sus derechos en los tribunales. La 
discriminación en el acceso a la vivien-
da, la falta de viviendas asequibles y la 
especulación respecto de las viviendas 
y las tierras, además de las violaciones 
cometidas por agentes privados, como 
los propietarios de tierras, los agentes 
inmobiliarios y las empresas financieras, 
contribuyen a aumentar la vulnerabi-
lidad de las personas que viven en la 
pobreza y a empujarlas aún más hacia 
la indigencia o la carencia de vivienda. 
En estas circunstancias, las mujeres, en 
particular, experimentan múltiples formas 
de discriminación y se ven expuestas al 
abuso y la violencia.
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80. Los Estados deben:

a.  Otorgar prioridad a la erradicación 
de la carencia de vivienda mediante 
una estrategia nacional, asignando 
al mismo tiempo suficientes recursos 
para proporcionar un refugio 
temporal adecuado a todas las 
personas sin techo. 

b.  Aprobar leyes que protejan a 
todos los individuos, grupos y 
comunidades, incluidos los que viven 
en la pobreza, contra el desalojo 
forzoso por agentes estatales y no 
estatales. Esto debe incluir medidas 
preventivas para evitar y/o eliminar 
las causas básicas de los desalojos 
forzosos, como la especulación en 
las tierras y los bienes inmuebles.
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c.  Conceder prioridad a las personas y 
comunidades que viven en la pobre-
za en la asignación de las viviendas 
y tierras, especialmente cuando se 
disponga de acceso a trabajo y servi-
cios. Esta asignación debe efectuarse 
teniendo en cuenta las cuestiones de 
género y velando por que hombres y 
mujeres se beneficien de esos planes 
en condiciones de igualdad.

d.  Adoptar medidas inmediatas para 
conferir seguridad legal a la tenen-
cia de las personas y familias que 
viven en la pobreza y que carecen 
de esta protección, como las que no 
tienen títulos reconocidos sobre la 
vivienda y la tierra y las que viven 
en asentamientos irregulares.

e.  Garantizar que se reconozca y 
aplique la igualdad de derechos de 
la mujer a la tierra o la tenencia.

f. Asegurar un gasto público adecuado 
en viviendas asequibles y promover 
políticas y programas que permitan 
el acceso de las personas que viven 
en la pobreza a esas viviendas. Tales 
políticas y programas deben asignar 
prioridad a los grupos más desfavore-
cidos y pueden incluir programas de 
financiación de la vivienda, mejora 
de los barrios marginales, titulariza-
ción y regularización de los asen-
tamientos irregulares y/o subsidios 
del Estado para el alquiler o créditos 
para la compra de una vivienda.

g.  Otorgar prioridad a la mejora de la 
infraestructura y los servicios en las 
zonas habitadas por personas que 
viven en la pobreza, con inclusión 
de caminos transitables todo el año, 
agua potable, evacuación de dese-
chos y de aguas servidas e instala-
ciones de saneamiento, servicios de 
atención de salud y de educación, y 
electricidad.

h. Elaborar y aplicar políticas y 
programas de reducción del riesgo 
de desastres relacionados con la 
vivienda, teniendo debidamente en 
cuenta los derechos de las personas 
que viven en la pobreza. La labor 
de rehabilitación después de los 
desastres debe incluir medidas para 
reforzar la seguridad de la tenen-
cia de las personas en situación 
precaria y asignar prioridad a la 
reconstrucción de las viviendas y 
la provisión de otras posibilidades 
de alojamiento, como las viviendas 
sociales o públicas, a los grupos más 
desfavorecidos.

j. Derecho al más alto nivel posi-
ble de salud física y mental 

81. En un claro ejemplo del círculo vicio-
so de la pobreza, las personas que tienen 
mala salud tienen también más probabi-
lidades de caer en la pobreza, mientras 
que las personas que viven en la pobreza 
son más vulnerables a los accidentes, las 
enfermedades y la discapacidad. El acce-
so limitado a la atención de salud física 
y mental, incluidos los medicamentos, 
la nutrición insuficiente y los ambientes 
insalubres repercuten profundamente en 
la salud de las personas que viven en la 
pobreza y reducen su capacidad de rea-
lizar actividades generadoras de ingresos 
o actividades de sustento productivas. 
Las mujeres y las niñas cargan con una 
responsabilidad desproporcionada en el 
cuidado de otros miembros de la familia 
cuando no existen centros de atención 
de salud, o cuando esos centros no están 
al alcance, y a menudo deben renunciar 
a la educación o el empleo formal para 
prestar esos cuidados.

82. Los Estados deben:

a. Adoptar medidas multidimensionales 
para abordar la relación entre la 
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mala salud y la pobreza, recono-
ciendo los numerosos y variados 
factores que determinan la salud 
y la capacidad de actuación y la 
autonomía de las personas que viven 
en la pobreza.

b. Mejorar la accesibilidad y la calidad 
de la atención de salud preventiva y 
curativa para las personas que viven 
en la pobreza, con inclusión de la 
atención de salud sexual y repro-
ductiva y de la atención de salud 
mental.

c. Asegurar que las personas que viven 
en la pobreza tengan acceso a 
medicamentos inocuos y asequibles 
y que la incapacidad de pagar no 
las prive del acceso a la atención de 
salud y los medicamentos esenciales.

d.  Establecer centros de atención de sa-
lud a los que puedan acudir en tiem-
po útil las comunidades que viven 
en la pobreza, también en las zonas 
rurales y los barrios marginales, y 
velar por que esos centros dispon-
gan de todos los recursos necesarios 
para su buen funcionamiento.

e.  Adoptar medidas especiales para 
tratar los principales problemas de 
salud que afectan a las personas 
que viven en la pobreza, incluidas 
las enfermedades desatendidas. Esto 
debe comprender la inmunización 
gratuita, programas de educación y 
la capacitación de los profesionales 
de la salud para que diagnostiquen 
y traten esas enfermedades.

f.  Aplicar políticas específicas y debi-
damente financiadas para combatir 
la violencia de género, que incluyan 
servicios accesibles de prevención y 
tratamiento que protejan la dignidad 
y la intimidad de las personas que 
viven en la pobreza.

g.  Suministrar servicios especiales a los 
grupos que puedan tener problemas 
particulares para acceder a los 
servicios de salud, por ejemplo por 
el idioma, por barreras geográfi-
cas o culturales, o por la edad, la 
discriminación o el estado de salud. 
Las mujeres que viven en la pobreza 
deben tener acceso a información y 
servicios de salud sexual y reproduc-
tiva de buena calidad.

K. Derecho al trabajo y derechos 
en el trabajo

83. Tanto en las zonas rurales como 
en las urbanas, las personas que viven 
en la pobreza se ven enfrentadas al 
desempleo o el subempleo y al trabajo 
ocasional sin garantías, con bajos sala-
rios y condiciones de trabajo inseguras 
y degradantes. Esas personas suelen tra-
bajar al margen de la economía formal 
y sin prestaciones de la seguridad social, 
por ejemplo, sin licencias de maternidad, 
licencias por enfermedad, pensiones o 
prestaciones por discapacidad. Pueden 
pasar la mayor parte de las horas del 
día en el lugar de trabajo, logrando 
apenas sobrevivir con sus ingresos y 
sufriendo la explotación, en forma de tra-
bajo forzoso o en régimen de servidum-
bre, despidos arbitrarios y abusos. Las 
mujeres están particularmente expuestas 
a los abusos, al igual que los grupos 
afectados por la discriminación, como 
las personas con discapacidad y los 
migrantes indocumentados. Las mujeres 
suelen cargar con la mayor parte de la 
labor no retribuida de cuidar a otros 
miembros del hogar, lo que aumenta las 
probabilidades de que tengan un empleo 
mal pagado e inseguro, o les impide del 
todo entrar en el mercado de trabajo.
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84. Los Estados deben:

a.  Aprobar reglamentos laborales 
rigurosos y garantizar su aplicación 
mediante una inspección del trabajo 
dotada de capacidad y recursos 
adecuados para asegurar el disfrute 
del derecho a condiciones de traba-
jo dignas;

b.  Velar por que todos los trabajadores 
perciban un salario suficiente que les 
permita a ellos y a sus familias tener 
acceso a un nivel de vida adecuado;

c.  Asegurar que las normas jurídi-
cas relativas a las condiciones de 
trabajo justas y favorables se hagan 
extensivas a la economía informal 
y se respeten en ella, y reunir datos 
desglosados para evaluar las dimen-
siones del trabajo informal;

d.  Adoptar medidas positivas para 
lograr la eliminación de todas las 
formas de trabajo forzoso y en régi-
men de servidumbre y las formas da-
ñinas y peligrosas de trabajo infantil, 
además de medidas para asegurar 
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la reintegración social y económica 
de los afectados y evitar que esos 
hechos se vuelvan a producir;

e.  Velar por que las personas que 
dispensan cuidados estén debida-
mente protegidas y respaldadas 
por programas y servicios sociales, 
que incluyan el acceso a guarderías 
asequibles;

f. Adoptar medidas específicas para 
ampliar las oportunidades de las 
personas que viven en la pobreza 
de encontrar un trabajo digno en el 
mercado de trabajo formal, entre 
otras cosas ofreciendo orientación 
profesional y oportunidades de for-
mación y desarrollo de aptitudes;

g.  Eliminar la discriminación en el 
acceso al empleo y la formación, y 
asegurar que haya programas de ca-
pacitación accesibles para los más 
vulnerables a la pobreza y el desem-
pleo, como las mujeres, los migran-
tes y las personas con discapacidad, 
que se adapten a sus necesidades;

h.  Respetar, promover y hacer efectiva 
la libertad de asociación a fin de 
reforzar la identidad, la voz y la re-
presentación de los trabajadores que 
viven en la pobreza en el diálogo 
social y político sobre las reformas 
laborales.

L. Derecho a la seguridad social

85. Las personas que viven en la 
pobreza a menudo no pueden disfru-
tar del derecho a la seguridad social. 
Aunque este derecho incluye tanto el 
seguro social (planes contributivos) como 
la asistencia social (planes no contributi-
vos), muchos Estados tienen solo sistemas 
contributivos como principal fuente de 
prestaciones de seguridad social, con 
programas de asistencia social que a 

menudo son inadecuados e ineficaces. 
Puesto que quienes viven en la pobreza 
tienen más probabilidades de trabajar 
en la economía informal, tener empleos 
mal pagados e inseguros, estar desem-
pleados por períodos prolongados o no 
estar en condiciones de trabajar, es poco 
probable que puedan cotizar y, por lo 
tanto, tener acceso a prestaciones de 
seguridad social tales como pensiones y 
subsidios de desempleo y enfermedad. 
Estos problemas son particularmente 
graves en el caso de las mujeres, ya que 
la discriminación y la responsabilidad 
de cuidar a otros miembros de la familia 
hacen que perciban salarios más bajos 
y que tengan un historial de trabajo in-
terrumpido, lo que reduce su capacidad 
de cotizar en un plan de seguro social y 
beneficiarse de él.

86. Los Estados deben:

a.  Establecer un sistema de seguridad 
social integral y asignar los recursos 
necesarios para lograr progresiva-
mente el acceso a la seguridad so-
cial para todos y el disfrute de por lo 
menos los niveles esenciales mínimos 
de los derechos económicos, socia-
les y culturales. Aunque el objetivo 
es que los sistemas de seguridad so-
cial cubran progresivamente a todas 
las personas, debe darse prioridad 
a los grupos más desfavorecidos y 
marginados.

b.  Establecer sistemas de seguridad 
social integrales y financiados a 
nivel nacional que comprendan el 
seguro social y la asistencia social, 
y ampliar los ya existentes, de con-
formidad con las recomendaciones 
de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre un nivel mínimo de 
protección social.

c.  Adoptar medidas específicas para 
asegurar que las personas que viven 
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en la pobreza, en particular las 
mujeres y quienes trabajan en la 
economía informal, tengan acceso a 
prestaciones de la seguridad social, 
con inclusión de pensiones sociales, 
que sean suficientes para permitirles 
llevar un nivel de vida adecuado y 
acceder a atención de salud para sí 
mismas y sus familias.

d.  Velar por que los sistemas de segu-
ridad social se establezcan por ley 
de manera transparente, sostenible 
e incluyente y sean solo uno de los 
componentes de un plan nacional 
más amplio y coherente para la 
erradicación de la pobreza.

e.  Asegurar que los sistemas de segu-
ridad social se diseñen, apliquen 
y evalúen teniendo en cuenta las 
necesidades particulares de las 
personas que viven en la pobreza, 
especialmente las mujeres.

M. Derecho a la educación

87. Los niños que viven en la pobreza 
tiene más probabilidades de abandonar 
los estudios, o de ni siquiera asistir a la 
escuela, para realizar actividades que 
generen ingresos o ayudar en las tareas 
del hogar. La educación es un medio 
fundamental para que las personas desa-
rrollen plenamente su personalidad, sus 
talentos y sus capacidades y aumenten 
así sus probabilidades de encontrar em-
pleo, de participar más eficazmente en 
la sociedad y de salir de la pobreza. Por 
lo tanto, las consecuencias económicas 
del abandono de los estudios primarios o 
secundarios son devastadoras y perpe-
túan el ciclo de la pobreza. Las niñas 
se ven privadas con más frecuencia que 
los niños del derecho a la educación, lo 
que a su vez reduce las opciones de que 
disponen y aumenta el empobrecimiento 
de la mujer.

88. Los Estados deben:

a.  Velar por que todos los niños, in-
cluidos los que viven en la pobreza, 
puedan disfrutar del derecho a una 
enseñanza primaria gratuita y obli-
gatoria, ofreciendo una educación 
de alta calidad en escuelas a las que 
los niños puedan llegar y sin costos 
indirectos.

b. Crear escuelas en las zonas desfavo-
recidas, con profesores cualificados 
y de alta calidad y una infraestructu-
ra apropiada, que incluya servicios 
de saneamiento adecuados para 
las niñas y suministro de agua y 
electricidad.

c.  Adoptar medidas para lograr 
progresivamente la disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad, adap-
tabilidad y calidad de la educación 
en todas las formas y en todos los ni-
veles. Esto comprende la asignación 
prioritaria de recursos a las personas 
que viven en la pobreza, a fin de 
compensar las desventajas económi-
cas (por ejemplo, medidas proac-
tivas para combatir la deserción 
escolar, subvenciones y asignaciones 
para comidas escolares).

d. Adoptar medidas para introducir 
progresivamente la educación 
gratuita en los niveles secundario y 
superior, en particular para las niñas 
y los grupos vulnerables a la pobre-
za y la marginación, como los niños 
con discapacidad, las minorías, los 
refugiados, los hijos de migrantes 
indocumentados, los apátridas, los 
niños que viven en instituciones y 
los que viven en zonas remotas y en 
barrios marginales.

e. Examinar y modificar la legislación 
para asegurar que la edad límite de 
escolaridad obligatoria sea compa-
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tible con la edad mínima para con-
traer matrimonio y para la admisión 
al empleo.

f. Establecer centros de educación en la 
primera infancia de alta calidad para 
mejorar la educación y la salud de 
los niños que viven en la pobreza.

g.  Adoptar medidas para erradicar 
el analfabetismo, también entre los 
adultos.

h. Velar por que las personas que viven 
en la pobreza conozcan, busquen y 
reciban información sobre todos los 
derechos humanos y las libertades 
fundamentales y tengan acceso a 
educación y capacitación acerca de 
esos derechos.

n. Derechos a participar en la 
vida cultural y a gozar de los bene-
ficios del progreso científico y de sus 
aplicaciones

89. La pobreza restringe gravemente la 
capacidad de las personas o grupos de 
ejercer su derecho a participar en todos 
los ámbitos de la vida cultural y a tener 
acceso y contribuir a ellos, así como su 
capacidad de disfrutar efectivamente 
de su propia cultura y de la de otros, 
agravando su desempoderamiento y su 
exclusión social. La expresión cultural 
libre a través de los valores, las creen-
cias, las convicciones, los idiomas, el 
conocimiento y las artes, las instituciones 
y los modos de vida permite a las per-
sonas que viven en la pobreza expresar 
su humanidad, su visión del mundo, su 
patrimonio cultural y el sentido que le 
dan a su existencia y a su desarrollo. 
Las personas que viven en la pobreza 
no pueden en muchos casos gozar de 
los beneficios del progreso científico y 
de sus aplicaciones en condiciones de 
igualdad.

90. Los Estados deben:

a.  Reconocer y valorar la diversidad 
del patrimonio cultural presente en 
sus territorios y bajo su jurisdicción, 
incluido el de las personas que viven 
en la pobreza.

b.  Respetar y proteger el patrimonio 
cultural de los grupos que viven en la 
pobreza, entre otras cosas mediante 
la protección contra la explota-
ción ilegal o injusta de las tierras, 
territorios y recursos de los pueblos 
indígenas por agentes estatales o 
no estatales, incluidas las empresas 
transnacionales y otras empresas.

c.  Velar por que las políticas y progra-
mas referentes al patrimonio cultural, 
incluidos los que se diseñen para 
promover el turismo, no se ejecuten 
a expensas o en desmedro de las co-
munidades que viven en la pobreza, 
por ejemplo mediante la participa-
ción activa de las comunidades y 
personas interesadas.

d.  Crear oportunidades para que las 
personas que viven en la pobreza 
participen en la vida cultural y 
tengan acceso y contribuyan a ella, 
en particular facilitando el acceso a 
espacios públicos en que personas 
y grupos de todas las comunidades 
puedan realizar actividades creati-
vas y de recreación, reunirse para 
celebrar ritos y ceremonias e inte-
ractuar entre sí. Los Estados deben 
facilitar también el acceso de las 
personas que viven en la pobreza a 
los bienes, servicios e instituciones 
culturales.

e.  Adoptar medidas positivas para 
que las personas que viven en la 
pobreza puedan cosechar los frutos 
del progreso científico, y asegurar el 
acceso de esas personas a la infor-



36

mación, los procesos y los productos 
científicos.

f. Asegurar que las innovaciones esen-
ciales para una vida con dignidad 
estén física y económicamente al 
alcance de todos, incluidas las per-
sonas que viven en la pobreza, sin 
discriminación alguna.

vi. obLiGacionEs DE asistEncia y 
cooPERación intERnacionaLEs

91. Los Estados tienen el deber de ofre-
cer asistencia y cooperación internacio-
nales en consonancia con sus capacida-
des, recursos e influencia, tal como se 
establece en la Carta de las Naciones 
Unidas (Artículos 55 y 56) y en varios 
tratados internacionales de derechos 
humanos.

92. Como parte de la cooperación y 
la asistencia internacionales, los Estados 
tienen la obligación de respetar y prote-
ger el disfrute de los derechos humanos, 
lo que entraña evitar las conductas que 
puedan crear un riesgo previsible de 
menoscabo del goce de los derechos hu-
manos por las personas que viven en la 
pobreza fuera de sus fronteras, y realizar 
evaluaciones de los efectos extraterrito-
riales de las leyes, políticas y prácticas.

93. Los Estados que estén en condi-
ciones de hacerlo deben proporcionar 
asistencia internacional para contribuir 
al ejercicio de los derechos humanos y 
la reducción de la pobreza como uno de 
los elementos del deber de proporcionar 
asistencia y cooperación internacionales. 
La asistencia internacional debe respetar 
el derecho de los países asociados de 
decidir y controlar sus estrategias de re-
ducción de la pobreza, y debe ajustarse 
a las estrategias, instituciones y proce-
dimientos de desarrollo nacionales de 
esos países. Las medidas de los donantes 

deben armonizarse, ser transparentes y 
coordinarse, y tanto los donantes como 
sus asociados deben rendir cuentas de 
sus acciones y del resultado de sus inter-
venciones.

94. Los Estados tienen la obligación 
de solicitar asistencia internacional, en 
condiciones mutuamente acordadas, 
cuando, no obstante todos sus esfuerzos, 
no sean capaces de garantizar que 
quienes viven en la pobreza dentro de 
sus territorios puedan disfrutar de sus 
derechos humanos. Los Estados deben 
velar por que la asistencia prestada se 
utilice y gestione de conformidad con los 
principios de derechos humanos.

95. Al prestar o recibir asistencia in-
ternacional, los Estados deben asegurar 
la participación efectiva de los Estados 
receptores y de todas las partes afecta-
das, incluidas las personas que viven en 
la pobreza, y reforzar su capacidad y su 
implicación en el contexto de la asisten-
cia internacional.

96. Los Estados deben adoptar medi-
das deliberadas, concretas y orientadas, 
ya sea individual o colectivamente, para 
crear un entorno internacional propicio a 
la reducción de la pobreza, en particu-
lar en las cuestiones relacionadas con 
el comercio bilateral y multilateral, la 
inversión, la tributación, las finanzas, la 
protección ambiental y la cooperación 
para el desarrollo. Esto significa coo-
perar también con el fin de movilizar el 
máximo de recursos disponibles para 
la realización universal de los derechos 
humanos.

97. Incluso si es miembro de una 
organización internacional, un Estado 
sigue siendo responsable de su propia 
conducta en relación con las obligacio-
nes de derechos humanos dentro y fuera 
de su territorio. Esto supone determinar el 
posible efecto en los derechos humanos, 
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incluidos los de las personas que viven 
en la pobreza, de las medidas acorda-
das a nivel internacional.

98. Un Estado que transfiere competen-
cias a una organización internacional o 
participa en ella debe adoptar todas las 
medidas razonables para asegurar que 
dicha organización actúe de conformi-
dad con las obligaciones internacionales 
de derechos humanos de ese Estado y de 
un modo que conduzca a la reducción 
de la pobreza.

vii. función DE Los aGEntEs 
no EstataLEs, incLuiDas Las 
EMPREsas

99. Los Estados tienen el deber, en virtud 
de sus obligaciones internacionales, de 
prevenir las violaciones de los derechos 
humanos por agentes no estatales, como 
las empresas, que estén en condiciones 
de regular, y de proteger contra esas 
violaciones. Cuando se trata de empre-
sas transnacionales, todos los Estados 
pertinentes deben cooperar para asegurar 
que esas empresas respeten los derechos 
humanos en el extranjero, incluidos los de 
las personas y comunidades que viven en 
la pobreza. Los Estados deben adoptar 
medidas adicionales de protección contra 
las violaciones de los derechos humanos 
cometidas por empresas de propiedad o 
bajo el control del Estado, o que reciban 
un servicio y apoyo sustancial de organis-
mos estatales.

100. Los agentes no estatales, incluidas 
las empresas, tienen, como mínimo, la 
responsabilidad de respetar los derechos 
humanos, lo que significa que deben 
evitar dar lugar o contribuir a efectos 
adversos en los derechos humanos 
mediante sus actividades, productos o 
servicios, y subsanar esos efectos cuando 
se produzcan.

101. Las empresas deben contraer el 
compromiso de política claro de respetar 
los derechos humanos, incluidos los de 
las personas que viven en la pobreza, 
y emprender un proceso de diligencia 
debida en relación con los derechos 
humanos a fin de detectar y evaluar todo 
impacto real o potencial que puedan te-
ner en ellos sus propias actividades o las 
de las entidades comerciales asociadas 
en esas actividades. Deben prevenir y 
mitigar los efectos adversos de sus accio-
nes en los derechos de las personas que 
viven en la pobreza, entre otras cosas 
estableciendo mecanismos de presenta-
ción de quejas operacionales para las 
personas o comunidades que sufren esos 
efectos, o participando en mecanismos 
de ese tipo.

102. La obligación de los Estados 
de proteger contra las violaciones de 
los derechos humanos cometidas por 
terceros exige la adopción de medidas 
para prevenir, investigar, castigar y 
remediar todo abuso mediante políticas, 
legislación, reglamentos y decisiones 
eficaces. Los Estados deben velar por 
que las personas afectadas por viola-
ciones relacionadas con las empresas 
tengan acceso a una reparación rápida, 
accesible y efectiva, que incluya, cuando 
sea necesario, el recurso a una repara-
ción judicial y a mecanismos de queja y 
rendición de cuentas no judiciales. Esto 
supondría eliminar todas las barreras 
jurídicas, prácticas y de procedimiento al 
acceso a la justicia, incluida la discrimi-
nación, que impiden a las personas que 
viven en la pobreza utilizar y aprovechar 
esos mecanismos debido a impedimentos 
culturales, sociales, físicos o financieros.
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viii. aPLicación y viGiLancia

103. Para una aplicación eficaz de los 
Principios Rectores es necesario que esos 
principios se traduzcan en estrategias 
nacionales de reducción de la pobre-
za y de derechos humanos y que se 
creen mecanismos internos eficaces de 
vigilancia y control del cumplimiento, por 
ejemplo a través de instituciones naciona-
les de derechos humanos establecidas de 
conformidad con los principios relativos 
al estatuto de las instituciones nacionales 
para la promoción y protección de los 
derechos humanos (los Principios de Pa-
rís).

104. Los Estados deben aprobar y 
aplicar a nivel nacional una estrategia 
y un plan de acción amplios de lucha 
contra la pobreza, formulados sobre la 
base de los derechos humanos. El plan 
de acción nacional debe integrarse 
en todos los niveles administrativos y 
determinar y priorizar las necesidades de 
quienes viven en la pobreza. Los planes 
deben proporcionar un marco para que 
todos los programas y servicios públicos 
respeten, protejan y hagan efectivos los 
derechos humanos de las personas que 
viven en la pobreza, y establecer indica-
dores, puntos de referencia y calendarios 
para vigilar los progresos realizados. 
La estrategia y el plan deben elaborarse 
y revisarse periódicamente mediante 
un proceso transparente, incluyente, 
participativo y sensible a las cuestiones 
de género. En el proceso por el que 
se elaboren la estrategia y el plan de 
acción, y en el contenido de estos, debe 
prestarse particular atención a los grupos 
vulnerables o marginados. Los Estados 
deben definir y dar a conocer las opor-
tunidades de participación, y difundir 
ampliamente, poniéndola al alcance de 
todos, la información sobre las medidas 
de política propuestas.

105. Los Estados deben encomendar a 
un órgano nacional independiente la 
tarea de vigilar los aspectos cuantitativos 
y cualitativos de la pobreza desde la 
perspectiva de los derechos humanos, y 
de proporcionar los conjuntos de datos 
desglosados que se necesitan para una 
aplicación eficaz. La información debe 
reunirse y elaborarse de conformidad 
con las normas internacionalmente acep-
tadas, a fin de proteger los derechos 
humanos y asegurar la confidencialidad 
y el respeto de la vida privada.

106. Se alienta a los asociados en el 
desarrollo, los organismos especializa-
dos del sistema de las Naciones Unidas 
y las organizaciones regionales a que 
apoyen los esfuerzos de los Estados para 
aplicar los Principios Rectores, también 
mediante la cooperación Sur-Sur. Tal apo-
yo puede incluir la cooperación técnica, 
la asistencia financiera, el desarrollo de 
la capacidad institucional, el intercambio 
de conocimientos y de experiencias y la 
transferencia de tecnología.

107. La aplicación de los planes de 
acción nacionales debe comprender la 
plena rendición de cuentas ante las per-
sonas que viven en la pobreza y la vigi-
lancia a cargo de un amplio abanico de 
agentes, como las instituciones naciona-
les de derechos humanos, los tribunales, 
los comités parlamentarios y los mecanis-
mos de derechos humanos nacionales e 
internacionales. Las personas que viven 
en la pobreza deben poder participar 
en la concepción y puesta en práctica 
de esos mecanismos de vigilancia. Los 
Estados deben fomentar los mecanismos 
de rendición de cuentas sociales que 
parten desde la base, como los formula-
rios de calificación por los ciudadanos, 
las auditorías sociales y los sistemas 
presupuestarios participativos.
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iX. intERPREtación

108. Los Principios Rectores no se 
interpretarán de forma que se limiten, 
modifiquen o perjudiquen de otro modo 
los derechos reconocidos en la normativa 
internacional de derechos humanos y las 
normas conexas, o los derechos compati-
bles con el derecho internacional que se 
reconozcan en la legislación nacional.
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La Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(OACDH) representa el compromiso del mundo 
frente a los ideales universales de la dignidad 
humana. Tiene el mandato exclusivo de la 
comunidad internacional de promover y proteger 
todos los derechos humanos. Creada en 1993, 
a la OACDH se le ha encomendado promover y 
proteger el goce y la plena realización de todos 
los derechos humanos para todas las personas. 
El mandato incluye prevenir las violaciones 
de los derechos humanos, asegurar el respeto 
de todos los derechos humanos, promover la 
cooperación internacional para proteger los 
derechos humanos, coordinar las actividades 
afines en toda la Organización de las Naciones 
Unidas, así como fortalecer y racionalizar el 
trabajo que realizan las Naciones Unidas en 
materia de derechos humanos.  Asimismo, la 
OACDH actúa también como Secretaría del 
Consejo de Derechos Humanos, apoya a los 
titulares de mandatos de los procedimientos 
especiales, los órganos creados en virtud de los 
tratados, y el Examen Periódico Universal. 
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